[image: image1.jpg]Defensor del Pueblo

Provincia de Buenos Aires

¢





La Plata, 17 de marzo de 2017
VISTO el artículo 55 de la Constitución Provincial, los artículos 12, 27 y concordantes de la Ley Nº 13.834 del Defensor del Pueblo, la ley 14.783 y sus proyectos de reglamentación, y el artículo 22 del Reglamento Interno de la Defensoría, y
CONSIDERANDO
Que la Argentina ha incorporado recientemente en su marco normativo nacional la ley de identidad de género Nº 26.743, que representó un significativo avance en el reconocimiento de derechos para personas travestis, transexuales y transgénero. Constituye a su vez un  marco  para la construcción e implementación de  políticas públicas que permitan el acceso integral a derechos  - sin discriminación alguna, no solo para ciudadanos/as argentinos/as sino también para personas extranjeras.
Que no obstante este avance, aún subsisten en el ámbito provincial, normas, prácticas y procedimientos que no se adaptan a los estándares internacionales y a los que impuso dicha normativa, ya que no se advierte que hayan sido implementadas políticas públicas inclusivas ni que se establezca un tratamiento adecuado por parte de lo/as funcionario/as. Por el contrario, cuando se trata de personas travestis, transexuales y transgénero persisten prácticas estigmatizantes y discriminatorias.
Que la precariedad laboral es una de las características que afecta a la población travestis, transexuales y transgénero en nuestro país, toda vez que la proporción de quienes trabajan en el sistema formal es baja y, como consecuencia, sólo 1 de cada 10 hombres y mujeres trans tiene aportes jubilatorios, tal como sostiene el “Informe sobre la situación de personas trans en Argentina”, publicado en 2014 por la Fundación Huésped junto con ATTTA (Asociación de Travestis, Transexuales y Transgéneros de Argentina). Esta situación se replica y multiplica en nuestra Provincia.
Que tal como se encuentra establecido en los Principios de Yogyakarta, difundidos en 2007 y avalados por un equipo internacional de especialistas, refieren en relación al acceso al trabajo en el principio N°13, que reza: “Toda persona tiene derecho al trabajo digno y productivo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo, sin discriminación por motivos de orientación sexual o identidad de género”. 
Que asimismo, en dicho instrumento se encuentra previsto que los Estados: 

a) Adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean necesarias a fin de eliminar y prohibir la discriminación  por motivos de orientación sexual e identidad de género en el empleo público y privado, incluso en lo concerniente a capacitación profesional, contratación, promoción, despido, condiciones de trabajo y remuneración.

b) Eliminarán toda discriminación por motivos de orientación sexual o identidad de género a fin de garantizar iguales oportunidades de empleo y superación en todas las áreas del servicio público, incluidos todos los niveles de servicio gubernamental y el empleo en funciones públicas, incluyendo el servicio en la policía y las fuerzas armadas, y proveerán programas apropiados de capacitación y sensibilización a fin de contrarrestar las actitudes discriminatorias.
Que en aplicación concreta de estos principios, y atendiendo el reclamo de organismos de derechos humanos y organizaciones relacionadas con la temática, en el mes de septiembre de 2015 la H. Legislatura de Provincia de Buenos Aires aprobó la ley Nº 14783, cuyo objeto consiste en que el sector público de la Provincia  ocupe en una proporción no inferior al uno por ciento (1%) de la totalidad de su personal, a personas travestis, transexuales y transgénero que reúnan la idoneidad necesaria para el cargo, con la finalidad de promover la igualdad real de oportunidades en el empleo público.
Que encontrándose vigente la norma, aún no se ha dictado la reglamentación respectiva, encontrándose la misma en proceso de concreción, existiendo un proyecto de Decreto Reglamentario, elaborado por la Secretaría de Derechos Humanos de la Provincia de Buenos Aires, así como otro de creación de la Autoridad de Aplicación y Reglamentando la Comisión Técnica de Implementación del cupo laboral.
Que desde la Defensoría del Pueblo, a través del Observatorio de Violencia de Género (OVG), se han cursado distintas notas a dicha Secretaría, a fin de formular observaciones y propuestas al mencionado proyecto, destacándose entre las mismas el documento “Aportes para la Reglamentación de la Ley de Cupo Laboral Trans en la Provincia de Buenos Aires”.
Que en el mencionado documento, la Defensoría del Pueblo ha definido una serie de lineamientos que a nuestro entender debería contemplar la reglamentación definitiva a dictarse, a saber: 

- Definir con precisión el plazo de constitución del organismo que tendrá a su cargo la efectiva implementación de la ley 14.783, su integración, atribuciones y la forma en la cual generará la articulación necesaria para garantizar la capacitación y formación laboral de la población destinataria. 
- Dicho organismo deberá contemplar, además, los mecanismos y procedimientos para la inclusión del colectivo travestis, transexuales y transgénero, en ámbitos de formación educativa en todos sus niveles (primario, secundario, terciario y universitario), a fin de fomentar la finalización de sus respectivos estudios.
- Proceder a la definición de una meta temporal a fin que el Estado provincial asuma el compromiso de cumplir con el cupo en un plazo determinado y razonable.

- Se considere la situación particular de este colectivo en cuanto a los requisitos para el ingreso al Sector Público, flexibilizando los mismos en cuanto al alcance de la idoneidad, acreditación de la identidad autopercibida, etc.
Que asimismo, entendemos resulta estigmatizante para las personas travestis, transexuales y transgénero, el párrafo que dentro de los considerandos del proyecto reza: “que a causa de la criminalización, discriminación y exclusión sistemática a la que fueron y están aún expuestas las personas travestis, transexuales y transgénero, suelen ser víctimas de rechazo, marginación y violencia brutal desde una temprana edad, lo cual se traduce en violencia en el seno familiar y en la expulsión del hogar durante la adolescencia, así como de las escuelas e institutos educativos a los que concurran, forzándolas a vivir en la extrema pobreza, con frecuencia debiendo valerse de actividades y economías criminalizadas para su subsistencia, los cual a su vez ha contribuido a que un gran número de personas travestis, transexuales y transgénero, registren antecedentes por detenciones en la vía pública, procesamientos y condenas penales”, debiendo suprimirse lo resaltado en el mismo.
Que asimismo, y toda vez que la ley 14.783 hace referencia al sector público de la Provincia de Buenos Aires, deberá considerarse dicha expresión en forma amplia, tal como lo ha establecido el artículo segundo de la citada norma, donde se hace mención no sólo al Estado Provincial y sus organismos descentralizados, sino también se menciona a las Empresas del Estado, las municipalidades, las personas jurídicas de derecho público no estatal creadas por Ley, a las empresas subsidiadas por el Estado y las empresas privadas concesionarias de servicios públicos. 
Que la extensión del alcance normativo hace que no pueda hablarse exclusivamente de “empleo público”, ya que las personas obligadas por la ley 14.783 a dar cumplimiento al cupo se encuentran regidas por diferentes estatutos y normas que regulan su propio funcionamiento.

Que también es necesario tener en cuenta que al hacer referencia al término “ocupación”, ello implica que el cupo deberá extenderse a todas las modalidades contractuales que utilice cada sector (planta permanente, planta transitoria, de locación de obra o de servicios y  también a contratos de trabajo).
Que en lo que respecta a los requisitos para acceder al cupo laboral, la única condición debe ser la idoneidad, tal como se encuentra definido en el artículo 5º de la ley 14.783. Así, creemos necesario que la reglamentación debe determinar en forma expresa que la mencionada  idoneidad se acredita con los antecedentes laborales y educativos, ello en virtud de tratarse de una ley especial que fomenta la igualdad real de oportunidades, sin que corresponda tomarse en consideración otros elementos, como título secundario, antecedentes penales o reincidencia, aun cuando el estatuto específico del organismo, ente o empresa así lo requiera, exceptuándose los casos de personas que hubiesen cometido delitos dolosos contra la Administración Pública y que cuenten con  condena firme. Consecuentemente, debería suprimirse el segundo párrafo del artículo 5º del proyecto de reglamentación.
Que por último, en relación al proyecto de Resolución Conjunta entre el Ministerio de Trabajo y la Secretaría de Derechos Humanos para la creación de la Autoridad de Aplicación de la ley 14.783, estimamos correspondería incorporar al artículo 16 de su Anexo único (Reglamento Interno de la Comisión Técnica), en cuanto determina el procedimiento para cubrir una vacante, que además de tenerse en cuenta los perfiles de las personas inscriptas en el Registro  de solicitantes, se considere especialmente el orden de prelación de las inscripciones que se hubieran formalizado.
Que de conformidad con el artículo 27 de la Ley 13.834, corresponde emitir el presente acto administrativo;
Por ello,
EL DEFENSOR DEL PUEBLO
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
RESUELVE
ARTÍCULO 1º: RECOMENDAR al Poder Ejecutivo, a la Secretaría de Derechos Humanos y al Ministerio de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires, que al momento de reglamentar la ley 14.783 tengan a bien incorporar las observaciones y propuestas especificados en los considerandos de la presente.
ARTÍCULO 2º: Registrar. Comunicar. Notificar y oportunamente, archivar.
RESOLUCION Nº 32/17
